Sagarzazu,  Luis 

La  constitución  de  1901  y  la 
reforma 


^¡smim^mÉ^m^^ 


ílfflYERSIDiD  ZEMUl  DE  7ENEZÜEL4 

FACULTAD  DE  CIENCIAS  POLÍTICAS 


La  Constitución  áe  1901 

Y 

1L,J^    í^  E  ip  o  i^  nvE  J^ 

TKSIS 

de  opción  al  Doctorado  en  Ciencias  Politicas 

POR 

LUIS  SAGARZAZU 


t 


CARACAS 

TIP.  GUTTENBERG'SOCIEDAD  A  SAN  FRANCISCO-4 


~T'L 


r 


UD  la  memotia 

de  mi  inoLvidabLcj-'adte, 

UD  mi  madte 

Ce»  tntó  lietmanoá 


\ 


OCT 

4  ; 

A- 


/ 


\ 


L---  — 


Al  Doctor 
S,  'Vaamcndc  lBIc.íÍ-'oÍí. 

y  á  mis  maestros 
doctor'  thlejo  ^iiloa^a::) 

y 

doctor-  áhndtc^  d.  ¿Jinicne^ 


Digitized  by  the  Internet  Archive 

in  2010  with  funding  from 

University  of  Toronto 


http://www.archive.org/details/laconstitucindOOsaga 


A  mis  buenos  amigos 
G^guótín:?  yatclac>  ZhoLeo, 

Vicentes  o,     vclutini 

y 

S)octoi-  d^c^afaet  chj,  cn:>CK>engao 


III'FRODU(?;€IOII 


No  es  nuestro  propósito  al  em- 
prender la  ardua  tarea  de  escribir 
sobre  la  Constitución  de  1901, 
presentar  un  trabajo  acabado,  pues 
ni  el  tiempo  de  que  podemos  dis- 
poner, ni  las  circunstancias  de 
nuestra  vida  accidentada  nos  lo 
permite. 

Antes  de  comenzar  á  tratar  el 
asunto  que  hemos  escojido,  quere- 
mos ocuparnos  antes  en  lamentar 
la  instabilidad  de  nuestras  Cartas 
Fundamentales  ;  pues,  des  de  la 
dictada  en  21  de  diciembre  de 
1812,   bástala  sancionada  el  27  de 
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abril  del  corriente  año,  el  número 
de  ellas  está  casi  en  razón  directa 
de  las  influencias  políticas  que 
lian  privado  en  el  país.  No  por 
eso  se  crea  que  somos  partidarios 
del  sistébia  estacionario,  pues  sola- 
mente nos  quejamos  de  esta  infor- 
malidad, por  que  casi  nunca  ha 
sido  derogada  una  Constitución 
para  introducir  en  la  nueva  un 
adelanto ;  antes  por  el  contrario,  en 
las  últimas  Constituciones  hemos 
retrocedido  muchos  años. 

Esperamos  con  razones  muy 
fundadas  que  los  Legisladores  de 
1904,  sabrán  interpretar  fielmente 
los  deseos  populares  y  remediar 
las  necesidades  del  país,  de  acuerdo 
con  lo  que  han  pedido  todos  los 
Concejos  Municipales  de  la  Repú- 
blica. 


El  artículo  lo  de  la  dicha  Cons- 
titución, que  dice  que  los  límites 
de  la  República  son  los  mismos 
que  tenía  la  Capitanía  General  de 
Venezuela  en  1810,  desgraciada- 
mente no  dice  la  verdad,  pues  por 
la  rapacidad  de  Inglaterra,  hemos 
perdido  una  gran  faja  de  nuestra 
rica  tierra  guayanesa  ;  y  otra  ade- 
más por  el  desgraciado  laudo  de  S. 
M.  Católica,  en  nuestro  asunto 
de  límites   con   Colombia. 

El  artículo  29  que  trata  de  la 
división  territorial,  no  está  dictado 
de  acuerdo  con  las  condiciones 
económicas  del  paí?,  sino  obede- 
ciendo á  las  ambiciones  de  caudillos 
lugareños,  pues  en  ningún  cerebro 
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bien  organizado,  cabe  la  idea  de 
que  en  una  Nación  extenuada  por 
las  Constantes  guerras  civiles,  por 
las  monstruosas  reclamaciones  ex- 
tranjeras y  por  las  malas  adminis- 
traciones, puedan  sostenerse  veinte 
Presidentes  de  Estados,  sus  respec- 
tivos Secretarios,  veinte  Juzgados 
de  la  Instancia  en  lo  Civil,  Mer- 
cantil y  Criminal,  Cortes,  y  Tri- 
bunales inferiores.  Pero  afortuna- 
damente el  punto  principal  de  las 
reformas  pedidas  por  los  Concejos 
Municipales  es  la  reducción  de  los 
Estados  de  la  Unión. 

Los  artículos  39,  40  y  59  se 
refieren  á  los  límites  de  los  Estados 
y  al  procedimiento  que  debe  em- 
plearse para  su  unión  y  división. 
Estamos  de  acuerdo  con  el  pro- 
cedimiento asentado  en  los  artícu- 
los mencionados,  pues  somos  parti- 
darios de  la  reducción  de  las  Enti- 
dades Políticas  de    la   Unión. 

El   artículo  60   se   refiere  á  la 
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autonomía  de  los  Estados  y  á  las 
obligaciones  de  los  unos  para  con 
los  otros  y  para  con  la  Nación 
en  general.  Demasiado  sabemos 
todos  los  venezolanos  que  ésta 
autonomía  es  un  mito  asentado 
en  todas  las  Constituciones  y  no 
cumplido  nunca.  El  actual  Ma- 
gistrado que  ocupa  la  Presidencia 
de  la  República,  puede  hacer 
efectiva  esta  parte  del  bello  progra- 
ma de  la  Federación,  que  por 
tantos  años  ha  sido  convertida  en 
el  más  descarado  centralismo ; 
pues  él  tiene  á  su  lado  hombres 
probados  en  las  horas  del  conflicto 
y  no  debe  temer  por  ningún 
respecto  que  estos  hombres  proba- 
dos en  la  desgracia  cometan  una 
infidencia  en  las  horas  de  bonanza. 

El  artículo  89  trata  de  la 
nacionalidad,  y  en  el  aparte  29 
del  párrafo  a,  dice :  « Los  hijos 
de  padre  ó  madre  venezolanos  por 
nacimiento,    que     nazcan    en    el 
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extranjero,  siempre  que  al  venir 
al  país,  se  domicilien  en  él  y 
declaren  ante  la  Autoridad  compe- 
tente la  voluntad  de  serlo  ».  Con 
respecto  á  lo  asentado  en  este 
artículo,  tenemos  que  hacer  algu- 
nas objeciones,  y  al  efecto  veamos 
las  teorías  que  han  expuesto  los 
maestros  del  Derecho  Internacio- 
nal. Algunos  autores  son  parti- 
darios del  J2ÍS  soh',  es  decir,  que 
sólo  serán  nacionales  de  un  país, 
todos  los  que  nacieren  en  el  terri- 
torio de  él.  Otros  dicen  que  la 
nacionalidad  debe  ser  determinada, 
por  algo  más  grande,  por  algo 
más  sagrado  que  el  accidente  de 
nacer  en  éste  ó  en  aquel  pedazo 
de  tierra,  y  se  declaran  defensores 
del  j'iís  sangitinis^  que  determina 
la  nacionalidad  por  la  de  ambos 
padres  ó  por  la  del  padre  sólo 
cuando  no  sea  igual  á  la  de  la 
madre.  Somos  también  partidarios 
de  ésta  teoría,  pues  verdaderamente 
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el   Heclio   de  nacer   en    éste    ó  en 
aquel  país  es  un  accidente  que  no 
puede  ser   tomado   por   norma   en 
un   asunto   tan   serio   como   el  de 
la   nacionalidad.     Por    otra   parte, 
sería    mucho  más  práctico  estable- 
cer el  jiis  sangíiinis  como  norma  de 
la  nacionalidad  en  todos  los  países 
para  evitar  el   conflicto   que  puede 
presentarse,  (y  que  se  ha  presenta- 
do   muchas    veces),    de    que    un 
individuo  sea  considerado  nacional 
en  dos  paisas  diferentes.     Veamos 
el     caso     prácticamente  :     de     un 
matrimonio    venezolano    nace   un 
hijo   en    París,    y   á   la   edad   que 
ordena   la  ley  francesa  es  llamado 
al    servicio   de    las    armas.     Más 
tarde  vuelve  este  hijo  de  venezola- 
nos al  país    é  indudablemente  será 
obligado  á  cumplir  igualmente  las 
obligaciones  impuestas  á  los  vene- 
zolanos.    Además,   ¿  no  es  natural 
que   un   padre  eduque   á   su  hijo 
en  el  culto  de  su  patria,  sin  fijarse 


i6 


en  el  territorio  en  que  éste  haya 
nacido  ?  ¡  Qué  terrible  sería  para 
un  padre,  por  ejemplo,  que  esta- 
llara una  guerra  entre  su  patria 
y  la  de  su  hijo!  Indudablemente 
que  el  hijo  correría  presuroso  á 
defender  la  patria  de  su  padre. 
Por  estas  razones  es  que  hemos 
defendido  el  jus  sanguinis  como 
norma   de   la  nacionalidad. 

El  artículo  io°  establece  que  sólo 
los  venezolanos  son  electores  y 
elegibles  y  apesar  de  ésta  cláusula 
expresa  cuantas  veces  hemos  visto 
extranjeros  haciendo  propagandas 
eleccionarias  y  desempeñando  ele- 
vados cargos  públicos.  Ultima- 
mente  el  pueblo  de  Caracas  se 
conmovió  profundamente  con  una 
reclamación  fabulosa  de  un  francés 
*,  quien,  después  de  haber  desem- 
peñado importantes  cargos  públicos 
en    Venezuela,   y  de  haberse  mez- 

*    Mr.  Viale — Rigo 
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ciado  en  una  conspiración  contra 
el  orden  público,  presentó  ante  la 
Comisión  Mixta  Franco-Venezo- 
lana la  mencionada  reclamación. 
Por  éste  y  por  otros  muchos  casos 
análogos,  es  que  nos  decidimos 
porque  á  ningún  extrangero,  por 
más  útil  que  sea,  se  le  permita 
desempeñar   algún  cargo   público. 

El  artículo  ii  sanciona  el  servi- 
cio obligatorio.  Este  artículo  nun- 
ca ha  sido  llevado  á  la  práctica, 
quizá  por  las  constantes  guerras 
civiles  que  han  asolado  al  país, 
pero  ahora  que  tenemos  en  el  poder 
un  hombre  de  gran  carácter,  y 
una  paz  sólida  é  inconmovible, 
es  oportunidad,  para  proceder  á 
la  formación  de  nuestro  ejército, 
con  todas  las  condiciones  requeridas 
para   hacernos  respetar. 

El  artículo  14  dice  que  los  ex- 
tranjeros quedarán  sometidos  á  las 
mismas  responsabilidades  que  los 
venezolanos  si  se  mezclaren  en  los 
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asuntos  políticos  del  país.  ¡Cuántos 
recuerdos  amargos  trae  á  nuestro 
corazón  de  patriotas  la  lectura  de 
este  artículo  !  Hemos  visto  extran- 
jeros fomentadores  de  las  revueltas 
y  actores  en  las  mismas,  reclamar 
daños  y  perjuicios  á  la  Nación,  por 
haberse  castigado  su  delito  como 
lo  ordena  la  Constitución,  Retro- 
cedamos á  la  época  en  que  mandaba 
el  general  Joaquín  Crespo.  Vivía 
entonces  en  Venezuela  un  francés  * 
que  se  ocupaba  en  la  fabricación 
de  dinamita  y  otros  explosivos  para 
entregarlos  á  los  enemigos  del  or- 
den público.  Como  era  natural, 
se  le  siguió  un  juicio  por  ante  el 
Tribunal  competente  y  se  le  com- 
probó hasta  la  saciedad  su  delito. 
Pues  bien,  cuando  se  reunieron  en 
Caracas  las  Comisiones  IMixtas  se 
introdujo  una  reclamación  por  un 
millón  de  bolívores,  sino  recorda- 
mos mal,  por  los  daños  y  perjuicios 


*    Mr,  lyacoste — Revillon 
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* 
sufridos  por  el  señor  Lacoste  al 
ser  privado  de  su  libertad,  mientras 
se  instauraba  la  averiguación  su- 
maria del  caso.  Es  por  esto  que 
se  bace  de  una  necesidad  impresin- 
dible  la  sanción  de  una  ley  severa 
que  impida  la  entrada  al  país  de 
tantos  aventureros  apoyados  por  la 
fuerza  de  los  cañones  europeos. 

El    parágrafo    único    del    citado 
artículo  14  dice  :    «  en  ningún  caso 
podrán    pretender  tanto   los  nacio- 
nales   como     los    extranjeros    que 
la    Nación     ni    los     Estados     les 
indemnizen     daños,     perjuicios     ó 
expropiaciones   que   no    se   bayan 
ejecutado  por   Autoridades    legíti- 
mas, obrando  en  su  carácter  públi- 
co ».     En  el  último  combate  librado 
en  Ciudad  Bolívar  sufrieron  daños 
comerciantes  extranjeros,   quienes 
al   triunfar  el    Gobierno   Constitu- 
cional, formularon  sus  reclamacio- 
nes contra  la  Nación  :    éstas  afor- 
tunadamente,  como  es  natural,  no 
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fueron  pagadas,  pues  la  plaza 
estaba  ocupada  por  los  facciosos 
y  el  deber  primordial  del  Gobierno 
de  una  Nación  es  velar  por  la 
conservación  del  orden  público, 
por  los  medios  que  estén  á  su 
alcance.  Por  otra  parte,  ¿  qué 
culpabilidad  puede  afectar  á  una 
Nación,  en  el  caso  de  que  un 
ciudadano  cualquiera  se  declare  en 
armas  y  que  cometa  todo  género 
de  tropelías  y  expropiaciones  ? 
¿  cuál  es  su  deber  en  este  caso  ? 
Indudablemente  que  es  tomar  todas 
las  medidas  conducentes  á  impedir 
la  continuación  de  tales  desmanes. 
Y  si  en  la  consecusión  de  ese  fin 
laudable,  incidentalmente  el  Go- 
bierno ocasionare  algún  daño,  ¿  se 
le  podrá  hacer  responsable  por  este 
motivo?  La  razón  natural  y  la 
lógica  responden  que  nó. 

Del  artículo  179  al  209  están 
enumerados  los  derechos  que  la 
Constitución  garantiza   á  los  vene- 
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zolanos,  y  las  penas  que  han.  de 
imponerse  á  los  que  traten  de  me- 
noscabarlos ;  pero  veremos  que  es- 
tas garantías  carecen  de  efectividad 
según  lo  expuesto  en  la  atribución 
vigésima,  caso  79  del  artículo  89 
que  dice  así  :  «  Son  atribuciones 
del    Poder    Ejecutivo : 

« Suspender  los  derechos  cuyo 
ejercicio  sea  incompatible  con  la 
defensa  de  la  República,  excepto 
el  de  la  vida,  previa  declaratoria 
de  los  que  se  suspenden  y  con  la 
limitación  á  la  localidad  ó  á  todas 
las  localidades  en  que  fuere  nece- 
sario ».  Esta  atribución  se  dá  al 
Poder  Ejecutivo  en  el  caso  de  que 
nos  ocupamos,  cuando  se  trate  de 
una  guerra  internacional,  y  lejos 
de  criticarla,  la  aplaudimos  de  todo 
corazón,  por  que  cuando  se  trata 
de  los  intereses  de  la  patria  y  de 
la  integridad  del  territorio  nacional 
no  se  debe  escatimar  ningún  sacri- 
ficio ;  pero  cuando  se  trata  de  una 
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guerra  civil,  no  estamos  de  acuerdo 
en  que  se  confiera  al  Poder  Ejecu- 
tivo, la  tal  atribución.  Por  otra 
parte,  el  concepto  de  (( cuando  lo 
juzgue  incompatible  con  la  defen- 
sa de  la  República  »,  sin  marcar 
al  Ejecutivo  una  pauta  que  modele 
dicha  incompatibilidad  nos  parece 
demasiado  amplio  y  peligroso.  Po- 
ner ese  concepto  en  la  Constitución 
viene  á  ser  lo  mismo  que  dejar  al 
capricho  del  Ejecutivo  la  suspen. 
sión  de  las  garantías  individuales. 
Además,  tomando  al  pié  de  la 
letra  el  párrafo  que  dice :  «  todas 
las  garantías  excepto  la  de  la 
vida  »,  se  puede  incluir  en  la  dicha 
suspensión  el  ejercicio  de  la  liber- 
tad individual.  De  esta  manera 
podríamos  ver  á  un  ciudadano 
hecho  esclavo,  por  el  sólo  motivo  de 
que  el  Ejecutivo  Nacional  juzgue 
incompatible  su  libertad  con  la 
defensa  de  la  República. 

El    artículo  19,  atribución  la,  da 
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al  Presidente  de  la  República  la 
facultad  de  nombrar  y  remover  los 
Ministros  del  Despacho  á  su  antojo. 
En  Venezuela  para  nombrar,  ó  bien 
para  remover  algún  Ministro,  ó 
todo  el  personal  del  Gabinete,  no 
se  tiene  en  consideración,  ni  la 
maj^oría  que  exista  en  el  Congreso, 
favorable  ó  no  á  él,  como  sucede  en 
los  países  en  que  impera  el  par- 
lamentarismo, como  en  Francia, 
etc.  etc.,  ni  tampoco  el  llevar  al  Ga- 
binete al  jefe  ó  factor  importante 
de  una  agrupación  política  que 
haga  peso  al  Gobierno.  Nó,  sólo 
se  lleva  al  Gabinete  á  los  amigos 
personales  del  que  manda,  los  cua- 
les algunas  veces  son  aptos  para 
desempeñar  los  cargos  que  se  les 
designan,  pero  que  por  regla  general 
es  muy  difícil  que  un  mandatario 
tenga  amigos  en  todas  las  esferas 
de  la  actividad  humana.  Es  mu- 
cho mejor  que  haya  en  el  Gabinete 
hombres  prestigiosos  y  concientes, 
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que  ilustren  con  sus  luces  las  des- 
cisiones  del  Gobierno,  y  que  lejos 
de  crearle  enemigos  le  arrastre 
prosélitos  por  sus  aptitudes  y  bue- 
nos procederes. 

Aunque  somos  decididos  partida- 
rios de  la  votación  directa,  no  deja- 
mos de  comprender  que  en  Vene- 
zuela, es  imposible  practicarla  de 
esta  manera.  El  origen  de  casi 
todas  nuestras  guerras  civiles  es 
debido  á  que  cuando  un  candidato 
cualesquiera  no  triunfa  en  los  comi- 
cios populares,  ya  por  imposiciones 
de  la  fuerza  ó  ya  por  su  propio 
desprestigio,  no  se  conforma  con  su 
derrota  y  ocurre  al  triste  expedien- 
te de  la  guerra.  Bien  sabido  está 
que  las  masas  reunidas  son  fáciles 
de  entusiasmar  y  propensas  á  mo- 
tines y  desórdenes.  Por  estas  ra- 
zones nos  decidimos  por  la  votación 
indirecta,  en  lo  que  respecta  á 
Venezuela,  aunque  en  teoría,  como 
ya  lo  hemos  dicho,  somos  defensores 
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decididos   de  la  votación  directa. 

Ojalá  que  nuestras  pobres  ideas 
sil  van  de  algo  en  estos  momentos 
en  que  se  trata  de  reformar  la  Cons- 
titución que  venimos  comentando.  "^ 


*    Este  trabajo  fué  escrito  en  los  primeros 
días  de  febrero  del  corriente  año.— N.  del  A. 


LA    REFORMA 

Ya   terminado   el    trabajo     que 
precede,  nos  trasladamos  á  Caracas 
desde  el  lugar  de  nuestra  residencia 
y   encontramos   que    el    Congreso 
Constituyente    de    la     República, 
con    fecha    27    de  abril  del  año  en 
curso,   había   derogado  la   Consti- 
tución   de    1901,    é  introducido  en 
ella    las    siguientes     suntanciales 
reformas:    los   Distritos  que  com- 
ponen  la   Federación    venezolana 
quedan    unidos     para    formar    los 
siguientes   Estados:   Aragua,  Ber- 
múdez,  Bolívar,  Carabobo,  Falcón, 
Guárico,    Lara,    Mérida,  Miranda, 
Táchira,  Trujillo,  Zamora  y  Zulia; 
algunos     de    los     Estados     antes 
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existentes  han  quedado  tal  como 
estaban  y  á  otros  se  les  ha  agre- 
gado ó  disminuido  su  territorio. 
Hl  Distrito  Federal  se  compone 
de  los  Departamentos  Libertador, 
Vargas,  Guaicaipuro,  Sucre  y  de 
la  isla  de  Margarita.  Según  en- 
tendemos los  cuatro  primeros  de- 
penden directamente  del  Gober- 
nador de  la  Sección  Occidental 
del  Distrito;  y  la  isla  de  Marga- 
rita que  se  denomina  Sección 
Oriental  del  mismo  Distrito,  está 
mandada  por  otro  Gobernador. 

Otra  de  las  reformas  sustan. 
ciales  introducidas  se  refiere  á  la 
manera  de  elegir  el  Presidente  de 
la  Unión  y  á  la  reunión  en  un 
solo  Tribunal  los  que  antes  se 
llamaban  Corte  Federal  y  Corte 
de  Casación.  La  votación  indirecta 
queda  subsistente  en  la  nueva 
Constitución  con  la  diferencia  de 
que  ahora  se  hará  por  un  cuerpo 
electoral     compuesto     de     catorce 
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miembros  del  Congreso  Nacional 
elegidos  por  este  mismo  en  los 
primeros  quince  días  de  su  reu- 
nión en  el  primer  año  de  cada 
período  constitucional,  de  manera 
que  dicho  Cuerpo  quede  formado 
por  un  Senador  ó  Diputado  por 
cada  Estado  y  de  un  Diputado 
más  por  el  Distrito  Federal.  A 
los  tres  días  siguientes  á  la  reu- 
nión de  éste,  el  Cuerpo  nombrará 
de  su  seno,  ó  fuera  de  él  el  Pre- 
sidente Constitucional  de  los  Es- 
tados   Unidos    de    Venezuela. 

Los  artículos  á  que  nos  referi- 
mos en  nuestro  trabajo  precedente, 
relativos  á  la  suspensión  de  las 
garantías  individuales,  ban  queda- 
do en  la  misma  forma  que  en  la 
Constitución   anterior. 

Otra  innovación  introducida  es 
la  asentada  en  la  atribución  23 
del  Ejecutivo  Federal :  por  ella 
debe  el  Ejecutivo  prohibir  é  impe- 
dir  la  entrada  al  territorio  de  la 
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República  de  los  extranjeros  dedi- 
cados al  ejercicio  de  cualquier 
culto  ó  religión,  cualquiera  que  sea 
el  orden  ó  gerarquía  de  que  se 
hallen  investidos.  Fuera  de  las 
consideraciones  morales  que  pudié- 
ramos aducir  en  defensa  de  esta 
atribución  anotamos  los  hechos 
prácticos  siguientes  :  hemos  viaja- 
do por  una  gran  parte  de  la  Repú- 
blica y  hemos  observado  que  todos 
los  curatos  licos  y  productivos 
están  en  poder  de  sacerdotes 
extranjeros ;  y  como  estos  no  tie- 
nen ninguna  clase  de  vínculos 
en  el  país  y  por  consiguiente  no 
le  tienen  ningún  afecto  sólo  pro- 
curan acumular  algún  dinero  para 
marchar  á  su  país,  mientras  que 
los  sacerdotes  venezolanos,  ó  andan 
dando  lástima  por  las  calles,  ó 
están  sirviendo  Curatos  que  apenas 
les  dan   para   su  subsistencia. 

Como  lo  dijimos,  al  hablar  sobre 
los   extranjeros    en  nuestra  discer- 
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tación  que  precede,  no  creemos  que 
por  ningún  respecto  ni  motivo,  se 
deben  admitir  los  servicios  de  ex- 
tranjeros en  los  cargos  públicos. 
Bn  la  nueva  Constitución  se  da  al 
Poder  Ejecutivo  la  facultad  de  ad- 
mitirlos ó  no,  según  su  criterio. 
Como  ya  los  hemos  dicho  nos  pare- 
ce que  hubiera  sido  mejor  no  dar 
al  Ejecutivo  Nacional  la  mencio- 
nada  autorización. 

Nuestros  votos  son  por  que  la 
Constitución  sancionada  el  27  de 
abril  del  corriente  año,  sea  cum- 
plida en  todas  sus  partes,  apesar  de 
los  errores  de  que  pueda  adolecer, 
porque  dura  lex^  sed  lex. 

Jduis  Sagarzaz^. 
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VEREDICTO 

fctabo  paca  cxamiwcit  (a  ptese-nte  'íscji»,  ¿«p"*^ 
be  fiaGeifa  examinado  betcnibcuticviU,  íe  imparten 
M*  apto6aciÓM,  po^  ífcMaí  íoj  ícquóitos  i>c  íc.j, 
iin  AaCCTje  ,o(iilatio5  be  (as  ibeaj  c«  Ma  conté- 
ntbas. 

Catacas:    23    be    vnaíjo    ¿>e    1904. 

P.    Hermoso  Jellería. 
Carlos   J-eón. 

J.     B.    ^ANCE. 
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